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ABSTENCION DE TOMA DE RAZON POR LA 
CONTRALORIA DE UN DECRETO QUE 

DEROGA A OTRO QUE DECLARO UN 
MONUMENTO HISTORICO 

Sergio Gutiérrez Olivos 
Academia de Ciencias Sociales 

El Decreto Supremo de la referencia 
dispuso la derogación del Decreto Supre- 
mo NP 662, de 1983. 

Este declaró Monumento Histórico el 
edificio ex Palacio Rivas (luego ex Casa 
Castagnetto y más tarde ex Ferrete& 
Montero), situado en Avda. Libertador 
Bernardo O‘Higgins esquina de calle San 
Martín, de esta ciudad. 

Se me ha impuesto de que por Oficio 
NQ 043375, de fecha 16.12.1988, la Ca- 
taloria General de la República (en 
adelante “la Contraloriá’) hab& comu- 
nicado al Ministro de Educación que se 
abstendría de tomar razón del mencio- 
nado decreto por estimar que, de confor- 
midad con la Ley NQ 17.288, para di.+ 
poner la derogación del decreto en cues- 
ti6” se requetiria acreditar que tal me- 
dida cuenta con la aprobación del fon- 
sejo de Monumentos Nacionales (en ade- 
lante el COMONAC), antecedente que 
falta en los acompañados al trámite. 

El Ministro mencionado, quien suscribe 
el decreto derogatorio con el Presidente 
de la República, es, por derecho propio, el 
presidente titular del COMONAC (art. 
2’?, letra a) de la Ley NP 17.288. 

Se me ha pedido que informe en de- 
recho respecto de la procedencia de que 
el Sr. Ministro solicite al Sr. Contralor 
General que reconsidere lo dictaminado 
en dicho oficio. 

1. No existe precepto alguno en la 
Ley ND 17.288 que brinde sustento a la 
tesis de que para tomar razón del Decre- 
to Suprenzo en cuestión deba exigirse al 
Ministro que proporcione una constancia 
de que lo resuelto en 8 cuenta con la 
aprobaci6n del COMONAC. 

A la Centraloria incumbe el “control 
de la legalidad de los actos de la Admi: 
nistradón” (art. 87 de la Constituci6n 
Política y art. 19 y art. 139 de la Ley No 
10.336), que fij6 el texto refundido de la 
Ley de Organización y Atribuciones de 
la Contralotía General de la República, 
luego modificada por el Decreto Ley N” 
37, de 1973, (en adelante referidos en 
conjunto como “la Ley Orgánica de la 
ckmtmloría”). 

La Constitución Polltica establece: “El 
gobierno y la administración del Estado 
corresponden al Presidente de la ~epú- 
blica, quien es el Jefe del Estado” (art. 
24, inc. lo). MBs adelante señala: “Los 
Ministros de Estado son los colaborad- 
res directos e inmediatos del Presidente 
de la República en el gobierno y admi- 
nistraci6n del Estado” (art. 33, inc. 10). 

La Lay NQ 18.575 Orgknica Consiitu- 
cional de Bases de la Administraci6n del 
Estado dispone eu su art. 19: “El Presi- 
dente de la República ejerce el gobierno 
y la administración del Estado con la co- 
laboración de los órganos que e abla- sI 
can la Constituci6n y las leyes”. 

“La Administmci6n del Estado estarA 
constituida por los Ministerios, las In- 
tendencias, las gobernaciones y los órga- 
nos y servicios públicos creados para el 
cumplimiento de la función administmti- 
va, incluidos la Contralorla General de 
la República, el Banco Central, las Fuer- 
zas Armadas y las Fuerzas de Orden y 
Seguridad Pública, las Municipalidades y 
las empresas públicas creadas por ley”. 

La Ley Ns 17.288 asigna al COMO- 
NAC la calidad de ser un “organismo 
técnico que depende directamente del 
Ministerio de Educaci6n” (ati. 2p). 
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De lo metido se desprende, pues, ni- 
tidamente que la tesis de la Contralor& 
implica, en titimo tkrmino, atribuir a un 
organismo t&nico y dependiente del 6r- 
gano del Estado al cual esti llamado a 
asesorar, cual es el Ministro de Educa- 
cib” quien, además, preside tal organis- 
mo, la facultad de “vetar” por omisi6n, 
esto es, por faltar u” pronunciamiento 
favorable de uo. organismo asesor y de- 
pendiente, una resolución adoptada por 
el Jefe del Estado y su colaborador inme- 
diato y directo en el gobierno y adminis- 
tración de la República, dentro de la 
esfera de sus atribuciones. 

En cuanto tal es la tesis sustentada por 
1s Contralo& en el Oficio N* 043375, 
de 1888, corresponde concluir que ella 
excede de las atribuciones que la Cons 
titución y su Ley Orgiinica le confieren. 
Y, por lo tanto, que SU negativa a tomar 
raz6” del decreto en c”esti6n adolece de 
nulidad (art. 7~ de la Constitución Polí- 
tica y art 29 de la Ley NP 18.575). 

Aú” mis, el órgano contralor queda- 
ría por ello sujeto a ‘las responsabilida- 
des y sanciones” que cabria invocar a su 
respecto, por aplicación de lo dispuesto 
en el art. 69 de la Constitución y en los 
arts. 49 y 15 de la Ley NP 18.575. 

2. Contribuye a cimentar la validez 
de lo concluido el hecho de que la Con- 
traloria no &le el precepto determina- 
do en cuya infracción fundaría su “ega- 
tiva a tomar razón del decreto que inte- 
resa. Ella se lhnita a expresar global- 
mente que ese decreto Uringirki “lo 
prevenido en la Ley NQ 17.288”, por 
cuanto el “rol activo” que la Ley NP 
17.288 encomiada al COMONAC de re 
comendar la calificaci6” de un edificio 
corno monumento nacional impondría 
reconocerle igual “rol activo”, toda va 
que se. res”elva por los brganos 8 los 
cuales incumbe del gobierno y la admi- 
nistración del Estado privarlo de tal ca- 
lidad. 

Ta” vaga fundamentación cawa des 
concierto al provenir de un órgano pú- 
blico llamado por la Constitución y su 
Ley Orgánica a indicar con precisi6” el 
precepto legal en cuya infracción apoya 
su rechazo a tomar razón del decreto que, 
en su concepto, la ignora 0 violenta. 

3. La autoridad del Poder Ejecutivo 
para resolver en la materia se remonta 
a la recibida del art. 59, letra g) del 
D.F.L. NP 7.912, del 30-U-1927, prw 
mulgada, como es de ver, con más de 
cuatro décadas de anterioridad a la en- 
trada en vigencia de la Ley NQ 17.288, 
de 1970. 

El rol “activo” del COMONAC en que 
sustenta la Contralo& la base de su argu- 
mato para denegar la toma de razón de 
todo Decreto Supremo que derogue “no 
anterior que haya otorgado a una co”s- 
trucción la calidad de ser “.onmr.entona- 
cional se encuentra definido en la Ley 
NP 17.288 como sigue: “Artículo Bp: Son 
atribuciones y deberes del Consejo: 

“1. Prmunciarse: sobre la convenien- 
cia de declarar Monumentos Nacionales 
10s lugares, ruinas, construcciones ” ob- 
jetos que estime del caso y solicitar de la 
autoridad competente la dictaci6n del 
decreto supremo correspondiente”. 

La mera lectura de este enunciado del 
rol “activo” que la ky sobre Monumen- 
tos Nacionales confiere al COMONAC 
deja en &IO que SU “actividad” en la 
materia es de indole simplemente reco- 
mendatoria y solicitante del órgano del 
Estado llamado a re.solwr acerca del 
amnto. 

Vale decir, el rol “activo” del COMO- 
NAC en la materia defi”ido por el art. 
69 NP 1 de la Ley YQ 17.288, guarda es- 
tricta conformidad co” la caracterizacibn 
de tal organismo como un ente “t&c”ico 
que depende directamente del hliniste- 
rio de Educxib” Pública”. 

Este último es el brgano administra- 
dor del Estado que, en conjunto co” 
el Presidente de la República, está” pro- 
vistos, de acuerdo co” Ia Constitución y 
la Ley de Bases, de la autoridad para 
resolver respecto de la sdidtud recomen- 
dada en la materia .por la entidad t&ni- 
ca, asesora y dependiente, cual es el 
COMONAC. 

La facultad privativa que, desde 1827, 
incumbe al Sr. Mini&0 para resolver en 
‘lo relativo a la conservación de los Mo- 
numentos Nacionales” permaneció into- 
cada. 

1. La mayor novedad aportada por 
la Ley No 17.288 consistió en crear un 
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“organismo técnico que depende directa- 
mente del Ministerio de Educacibn” (art. 
19) para asesorarlo en el ejercicio de la 
atribuci6n privativa que le confía la ley 
de 1927 y que permanece en vigencia. 

5. Ese “organismo técnico” y “de- 
pendiente” de la Cartera de Educación 
Pública estë compuesto, de conformi- 
dad con los arts. 2~ y 7Q de la L.ey Np 
17.288, por veinte personalidades des- 
tacadas en el Qmbito intelectual, inclu- 
yendo las bellas ates y la historia, la 
arquitectura, la vivienda, la escultura, las 
letras, el udwlismo y la arqueologia. 

Se lo faculta para hacerse 8sesolY.r 
“por otros especialistas cuando lo estime 
co”ve”ie”te” (al% 9). 

El art. 3v dispone que el COMONAC 
tendti un secretario encargado, entre 
otros cometidos, de “desempeñar las fun- 
ciones que se le encomienden y cuya re- 
mu”eració” se consultará anualmente en 
el Presupuesto del Ministerio de Educa- 
ción”. 

De hecho, sin embargo, en el referido 
presupuesto no se han consultado recur- 
sos para cumplir tahs propósitos hasta 
la fecha. 

6. Puesto que el Decreto Supremo 
cuya toma de razón ha sido objetada por 
la Contraloria se fundó en qw, a causa 
del sismo de 1985, los restos del Monu- 
rento Histórico de que se trata “amena- 
zan mina”, resulta atinente destacar que 
el COMONAC no cuenta entre sus miem- 
bros con especialistas en la rama de re- 
sistencia de eshuctuas. 

Tambikn procede recalcar que, a faka 
de tales expertos, el COMONAC ha ca- 
recido, asimismo, de fondos para contm- 
tar a los “especialistas” en la materia, 
acorde a lo previsto por el art. 59 rec&n 
mencionado. 

Por tal razón, a lo largo de más de 
cuatro años de trtites, el COMONAC 
~e ha limitado a exigir al propietario del 
““N3”ume”to hi5t6lico” en C”esö6” que 
solvente de su propio peculio la realiza- 
ción de los estudios e informes tkcnicos 
del caso, requiriendo, eso sí, que los 
encomendara B la firma de ingeniera 
ddistas señalada por el propio Ca 
MONAC 

7. Dicho en otras palabras, tanto la 
ley como los hechos autorizan concluir 
que tal organismo “técnico” y “depen- 
diente” del señor Ministro está despro- 
visto del personal y los medios para pres- 
tar una asesoría eficiente en los proble- 
mas “técnicos” que plantea la inminente 
ruina que amenaza un edificio centena- 
rio que fue mort&ente fracturado por 
el terremoto de marra de 1985 y sos 
abundantes secuencias sismológicas y me- 
teorológicas (las lluvias torrenciales de 
los años 19657). 

8. Algunas breves notas tal vez con- 
tribuir&n a perfilar m8s completamente 
el cuadro. 

El COMONAC carece de personalidad 
juridica, de patrimonio y aun de sede 
propia. 

Asi lo han deplorado en sendos ar- 
ticulos publicados en los diarios “El Mr- 
curio” y “La Segunda” dm de sus miem- 
bros m&í autorizados, el director del 
Museo Histórico, sdor Her&n Rodriguez 
Villegas, y el profesor de la cátedra de 
Urbanismo de la Universidad señor Ro- 
berto Montandbn. 

Al canxer de sede, cada K.ZS los 20 
miembros del Consejo se reímm en 
una sala que les facilita graciosamente el 
Director de Bibliotecas, Archivos y Mu- 
seos en el edificio de la Biblioteca Na- 
cional. 

0. El actual propietario adquirió el 
inmueble de que se trata en 1881. 

El curso del tiempo había dafiado sus 
fachadas y su interior, pues su constn,c- 
ción databa entonces de más de noventa 
años. 

Por oha parte, la tm”sfomlaci6” del 
ex palacio en tknda de articulos gene- 
rales y de ésta en ferretería, ambas 
abiertas B numeroso público, labia traído 
consigo considerables innovaciones y 
destrucciones, con grave detrimento de 
la belleza interior y exterior del antiguo 
palacio. 

10. En fin, como se ha dicho, en 
1985 sobrevino el catastrófico sismo que 
sufri6 la zona central. Sus secuencias sub- 
siguientes determinaron que al daño del 
tiempo y a los causados por los dispares 
destinos del edificio, se sumaran fmctu- 
~as estructurales de extrema peligrosidad. 
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Tales deterioros devinieron insubsana- 
bles prontanente, pues las lluvias torren- 
ciales de aquel año y de 1986-1887 
(dos salidas del río Mapocho) inunda- 
ro” cimientos y muros ya quebrantados, 
convirtiendo asi los fr&g?les elementos 
subsistentes en la lastimosa y amena- 
zante mina que hoy exhibe en su frente 
y costados grandes avisos colocados por 
orden municipal, en que se lee: “C”ida- 
do: peligro de derrumbe”. 

11. La irrecuperable gravedad de los 
dafios aludidos cwsta d-4 rechazo de 
asumir el riesgo que formularon al prc+ 
pietmio el Instituto de Seguros del Es- 
tado (ISE), el Consorcio Nacional de 
Seguros S.A. y la Chilena Consolidada. 

12. En igual sentido, debiera revestir 
mMt0 para la Contraloria lo dictamina- 
do y dispuesto sobre el asunto por el se- 
ñor Intendente de la Regi6” Metropoli- 
tana, general Sergio Badiola Broberg. 

En efecto, el art. 7Q de la Ley NQ 
18.695 Orgánica Constitucional de Mu- 
nicipalidades y el art. 27 de la Ley NP 
18.575, concurre” en otorgar al Inten- 
dente regional la atribución de “velar 
por el cumplimiento de los deberes que 
corresponde” a las municipalidades” en 
el desempeño de los deberes de su in- 
cumbencia. En “so de esta atribución, 
el Intendente representó al Alcalde y al 
COMONAC que el inminente peligro de 
ruina que amenazaba al edificio bacía 
necesario proceder a su demolici6n. 

13. La apreciacibn del Intendente 
cobra una relevancia incontrastable cuan- 
do se comprueba que ella se vio plena- 
mente confirmada por lo informado al 
respecto por el Director de Obras Mm& 
cipales y por el propio Alcalde de San- 
tiago. 

14. Como se ha dicho, dos años des- 
pu& de adquirido el inmueble por el 
BHIF, el setior Ministro, mediante el De- 
creto Supremo mencionado al comienzo, 
le confiri6 la c”estioIlsbk distinción de 
calificarlo como “monumento histórico”. 

El ímico antecedente que tal de- 
creto tuvo en cuenta para discernirle esa 
calidad provino de la recomendación del 
COMONAC. 

De su lectura se desprende: 

a) Que, en rigor, el inmueble care- 
cia de m&itos históricas propiamente 
tales, pues nada de significación o tras- 
cendencia histórica había tenido lugar 
en su recinto. 

b) Que, en cambio, el recomendante 
de la distinción tuvo en cuenta exclu- 
sivamente el hecho de que la conshuc- 
cib” constitia el reflejo de una Bpcca 
en que en la arquitectura capitalina revi- 
vieron “i”&“aci0*es ligurosanle”te clá- 
sicas,‘; CO” “interiores que *c”san el re- 
punte barroco” (aunque reco”oce que los 
parquets, marqueteria, las ‘Ioiseries” y 
las chimeneas de mbrmol fueron vendidos 
por la firma Montero y, asimismo, fomm- 
la respecto de los subsistentes k reserva 
de considerarlos “algo recargados”) y ‘la 
riqueza de los balaustres, columnillas, ar- 
quitrabe, etc.“, subsistentes en las fa- 
chadas. 

Antes de formular esta sugerencia, el 
COMONAC no se ocup6 de establecer 
que ella era plausible en el Bmbito t&c- 
nico que define la asesoria que por 
mandato legal ha de prestar al Ministro 
en la “latería. 

Así permite afirmarlo la revisi6n del 
expediente respectivo que obra en poder 
del secretario del COMONAC. 

Nada hay en 61 que se refiera a un 
examen de b solidez estructural de una 
co”stnlcci6” casi centenaria. 

La revisión del expediente ~610 regis- 
tra la proposición del profesor Montan- 
d6n. De ésta se pasa derechamente al 
envío del oficio en que el COMONAC 
recomienda si” m& al Ministro de Edu- 
cación que el edificio sea declarado “mc- 
numento hist6rico”. 

15. La realidad de nuestra incierta 
geología y meteorologia no tardar& en 
poner de manifiesto las graves conse- 
cuencias de un proceder ta” ligero. 

Los terremotos, tormentas y cunsiguien- 
tes casos de fuerza mayor que te men- 
ciwado tomaron en breve la añoranza 
estktica que indujo a la dicta&” del de- 
creto supremo que erigió en monumento 
bkthico a la ruina prbxima al ludibrio 
que ahora afea la ciudad, y que cierne 
grave amenaza sobre la vida y bienes de 
i3anseú”tes y veci”os. 
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16. Solventados luego co” dinero del 
BHIF los informes que co”cl”yero” en 
determinar que el colapso de lo restante 
del edificio era tan inevitable corno desas- 
troso, y ante el reclamo vehemente de 
las Juntas de Vecinos, los considerandos 
del Decreto Supremo W 1328, de 18.11. 
1888 indica” co” precisión los funda- 
mentos tkaicos que brinda” incuestio- 
nable sustento en derecho a la deroga- 
ción del anterior Decreto NQ 662, de 
1983. 

Entre esos antecedentes figura el Oficio 
NQ 867W88, emitido por el Director de 
Obras Municipales, que formula un jti- 
cio terminante acerca de la necesidad de 
proceder cuanto antes a la destruccibn 
de los despojos irrecuperables del anti- 
guo ex palacio. 

17. Pese il todo, desde 1985 hasta 
hoy el COMONAC no ha cesado en sos- 
tener que la Ley NQ 17.288 impone al 
propietario de 11” inmueble “histbrico” 
la obligación de restaurarlo toda vez que 
sufriere cuos fortuitos. 

Asi lo reiteró últhnamente en el Oficio 
NQ 170, del 10.06.1988, dirigido al se- 
ñor Ministro de Educación. 

Al admitir In necesidad de proceder 
a una nueva demolicib” impuesta por el 
ya inminente peligro de derrunbe, el 
COMONAC insistió: “Desde luego, el 
propietario, en este caso, deberá compro- 
meterse en resdw los problemas de 
afianzamiento de los “““os y protecci6n 
de su coronamiento y los problemas ati- 
nentes de techumbre” (obskrvese bien: no 
se contribuye co” el mks minimo aporte 
tkcnico para cumplir lo exigido; ~610 se 
“dicta” el deber d e propietario y víctima 1 
del caso fortuito de “resolver” por sí tc+ 
dos los “problemas atinentes”), 

Pero el “diktat” del organismo ‘Wxxi- 
co” y “dependiente” no se detuvo alli. 
Creyó del caso cundicio”ar otra vez su 
admisión de la realidad innegable a la 
refornmlació” de la persistente condi- 
cib” inadmisible. 

En efecto, concluyó el pronunciamien- 
to del organismo asesor: 

“Se entiende que esta autoritación 
(sic) no tiene relación alguna con lu 
ti siquiera de privar a este importante 
monwnento histórico de su calidad de tal. 
Al conceder esta autorizació” el Consejo 

na hace sino wcorwce~ Ea graoedad de In 
situadch planteada. Se entiende tambi&n 
que esta operacl6n constituiría uru prf- 
mera etapa de un pmceso de recupe- 
ractdn del edificio”. 

“Recuperación”, acorde al Diccionario 
de la Lengua Española, es “la acción o 
efecto de recuperar”. Y este últir”0 ver- 
bo, en la acepción correspondiente, signi- 
fica “volver a powr en servicio lo que 
ya estaba inservible”. 

18. Ahora bien, el hecho es que el 
ex Palacio Rivas devino inservible, inclu- 
so para su arrendamiento como “sitio 
eriazo” aprovechable por estacionamien- 
to de autom6viles ” otros semejantes, 
pues no quedó “eriazo”, sino repleto de 
los escombros producidos por el desplw 
me de PU interior a partir del sismo de 
1985 y las referidas secuencias y desas- 
tres. 

En suma, desde 1885 el CQMONAC 
ha pretendido y a6n pretende que el 
BHIF no ~610 debe r-forzar y afianzar 
lo fracturado por catástiofes de la natu- 
raleza, sino que tambi8n debe proceder 
a la “recuperación” del ex palacio. &6- 
“lo? 

&omo ex palacio, como ex tienda, 
CO”l0 ex ferreteria? 

El COMONAC no cuida de precisarlo. 
Tampoco le preocupa establecer cuán- 
to podría demandar al BHIF acceder a 
su “diktat”. Simplemente no lo considera 
un asunto de su incumbencia “t.&cnica”. 

19. Por razones obvias, al BHIF le 
preocupa. Y muchísimo. 

Con la asesoría técnica que, a falta del 
COMONAC, ha debido contratar con la 
firma de expertos inicialmente recomen- 
dada por el propio organismo, dispone 
de estimaciones aprokxxlas acerca de 
los costos que le impondria el cumpli- 
miento dei “diktat” en cuestión. 

Segó” una prirrera estirración hecha 
a raíz del sismo de 1985, el costo de re- 
forzar nada más que la obra gruesa que 
entonces permanecía en pie exigía una 
inversibn superior B los $ 60 millones. 

Un segundo infornxe referente a la re- 
paración de los “ayores dañrs ocasion;l- 
dos por las secuencias sísmicas y tornen 
tas subió la apreciació” a más de $ 180 
millones. 
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un fin, pasando del afianzamiento de 
lo subsistente a la “recuperación” del 
edificio, acorde a lo que pretende el 
COMONAC, el costo subirfa de $ 800 mi- 
llones. 

20. Al igual que el COMONAC ha 
preferido ignorar nimiedades de tal Ln- 
dole, ha hecho caso omiso de las conse- 
CUWI&S que para el BHIF tuvo la crisis 
financiera de los años 19823, esto es, n 
poco más de UD año de haber comprado 
el edificio hoy ruinoso. 

Como se sabe, el 9% de las institucio- 
nes bancarias nacionales sufrieron enton- 
ces un embate desolador. 

El BHIF fue una de SUS tantas vícti- 
mas. 

De hecho, en 1983 -0 sea, dos años 
antes del sismo de 1985- la administra- 
ción del BHTF había pasado virtualmente 
a manos del inspector designado por la 
Superintendencia de Bancos y Financie- 
us, en aplicación de lo prevenido por el 
art. 2.3 del D.L. 1.097. 

La “cartera vencida” que el BHIF 
hubo de transferir al Banco Central con 
el compromiso de recomprsrk a medida 
que mejoraran sus propios flujos netos, 
lleg6 a ser de varias decenas de miles de 
millones. El compromiso contraído con 
el Banco Central se incrementó sustan- 
cialmente en los años subsiguientes a 
mdta de reajustes e intereses. 

La exigencia de que el BHIF pueda 
desviar medio bill6n de pesos a restaunr 
un ex palado resulta, pues, por demBs, 
imposible de cumplir. 

21. Habida cuenta de que este infor- 
me re ocupa en especial de la objeción 
planteada por la Contralorfa para tomar 
razón de un decreto supremo, conviene 
retornar al Derecho. 

cano dije, tal objjión se funda en 
“lo prevenido en la Ley W 17.288”, sti 
singularizar un preciso precepto. La obje- 
ción gen&ica da a entender que, a menos 
de contar con la aprobación del COMO- 
NAC, el Poder Ejecutivo estaría impedi- 
do de decretar ahora algo contrario a lo 
que dispuso antes de que el monumento 
histkico fuera d&mzado por los tantas 
ïeces aludidos casos fortuitos 

.#s dicha objeci6n admisible? 
Incuestionable, no lo es. 

La mera facultad de recomendar v 
solicitar a la autoridad resolutiva que 
concede al OOMONAC el art. 89 ck la 
Ley NQ 17.288, de por sí excluya, ob- 
viamente, la de vetar aquello que el 
órgano del Estado del cual depende de- 
cida IDAS tarde para dejar sin efecto lo 
resuelto por nuews runnes 0 casos for- 
tuitos que, a su exclusivo criterio, revis- 
tan mayor peso que las consultadas al 
acoger aquella recomendación de un or- 
ganismo asesor y dependiente. 

22. El NQ 3 del mismo art. 139 confía 
al COMONAC la fnncibn de “elabornr 
proyectos de restauración, reparación, 
conservación”, etc., de los monumentos 
nacionales, a cuyas obras podrá contri- 
buir en común con otros organismos “sin 
perjuicio de los que pudiera realizar por 
sí mismo.. y para cuyo financiamiento 
se czumwhzren fondos del Presupuesto de 
fa Nadó” g de otras fuentes”. 

De la ninguna realidad que ha tenido 
esta función en la práctica se hacen cargo 
las publicaciones de los consejeros RLT 
driguez y Montand6n mencionados pre- 
cedentemente Y, por cierto, la amarga 
y dilatada experiencia sufrida por el 
BHIF en k+ especie. 

23. El No 7 consulta la atribución del 
COMONAC para proponer al Gobierno 
la dictación de “el o los reglamentos que 
deban dictarse para el cumplimiento de 
la presente ley”. 

Hasta el momento, el COhlONAC II» 
ha sometido al Gobierno proposición al- 
guna al respecto. 

24. El art ll establece que los mo- 
numentos hkt61i~0~ quedan bajo el “con- 
trol y supewigilancia del COMONAC”. 

De acuerdo con el Diccionario de la 
Lengua, “control” s@ifica: “Comproba- 
ción, inspecci6n, fiscalización, interven- 
ción”. 

A “supervigilancia” el Diccionario no 
la define. Pero sí lo hace respecto de 
“supervisar”, definiéndola como “ejercer 
la inspección superior en determinados 
casos-. 

Ahora bien, dquk debe comprobar, 
inspeccionar, fiscalizar, y acerca de qu8 
puede intervenir? 
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La respuesta se halla en el art. 12. 
El art. 12, cuyo primer inciso dispo- 
ne: “Si el monumento histórico fuere 
un inmueble de propiedad particular, el 
pr&%ario deberA conreruarlo d-ebida- 
mente; no pcdr8. destrdrlo, tran.$ormar- 
lo o reparado, ni hacer en sus alrede- 
dores constrncción alguna, sin haber 
obtenido previamente autorización del 
Consejo de Monumentos Nacionales, el 
que determinará las normas a que debe- 
rán sujetarse las obras autorizadas”. 

Cabria suponer qwz este es el precep- 
to que, pese B no estar identificado en 
la vaga generalidad que reviste la obje- 
ción de la Contnloría, pudiera servir de 
sustento a su negativa a ton-ar razón del 
decreto supremo que interesa. 

Conviene, por lo tanto, examinar en 
su texto y co”texto. 

En lo relativo al deber de conservar 
el inmueble, la verdad es que nada hay 
en el precepto que agregue novedad a 
1 o que incumbe -e interesa- a todo 
dueño de un bien raiz por razones de 
mera conveniencia propia El es, natu- 
ralmente, el p”mer interesado en man- 
tener su propiedad en buen estado de 
conselvaci6n, sea para su propio disfrute, 
SIS para comerciar éste n-ediante su 
arrendamiento, usufructo, etc., y, en fin, 
para venderlo a terceros. 

En la primera parte del texto, por lo 
tanto, al art. 12 de la Ley 17.288 no com- 
porta innovación al ejercicio habitual del 
dominio por el dueño de todo inmueble, 
independientemente de que &e revista 
;,;,v, la calidad de “monumento histÍ>- 

25. Suele darse, sin embargo, el caso 
excepcional de que el propietario, ya fue- 
re por negligencia 0 malicia, tolere 0 
induzca la destrucción de un edificio. 

De tal eventualidad anormal se ocu- 
pan los arts. 934 y 2323 del C.C.; los 
arts. 148 y siguientes de la Ley General 
de Construcciones, y los arts. 291 y si- 
guientes de la Ordenanza respectiva. 

No vale la pena detenerse en el aná- 
lisis detallado de cada uno de tales pre- 
ceptos. 

No interesa hacerlo, por uni simple 
mzó”: porque todos ellos reglan lo que 
ha de hacerse, por decisión judicial o 

municipal, toda vez que el dueño de un 
bien raíz, a resultas de su descuido o 
dolo, lo abandona hasta el punto de lle- 
gar aquél a amenazar ruina con daño il 
terceros. 

En tal caso la ley sanciona al titular 
del dominio. .$.Xmo? 

Imponi&dole la obligación de destruir- 
Eo a sus expensas, so pena de indemnizar 
n quienes el derrumbe cause daño. Y, 
ademas, mediante su condenación al pa- 
go de ciertas multas de beneficio muni- 
cipal si no acatare aquella obligación. 

Por cuanto interesa a este informe, 
1 o que procede destacar consiste en 
que la sanción del dueño negligente o 
malicioso no reside en reparar ni menos 
en reconstruir el edificio ruinoso, sino 
radica en destruirlo so pena de indemni- 
zar a quienes su derrumbe cause daño y 
n pagar las multas en referencia. 

No hay más en la preceptiva general o 
municipal para punir el descuido o mala 
intención que pueda causar el derrum- 
be parcial o total de un inmueble. 

En esta parte, por consiguiente, el art. 
12 de la Ley NQ 17.258 se encuadla 
dentro del Derecho sustantivo y muni- 
cipal raefiado, pues se limita a reiterar 
que el propietario de un inmueble “his- 
tórico” debe %0”5enar10”, agregando 
que debe bacerlo “debidamente”, califi- 
cativo que permanece sin definir R falta 
del reglamento de la ley que el COMO- 
NAC ha omitido proponer. 

28. Luego el precepto agrega “IIR 
prohibición, al decir que “, el propie- 
tario no podrá . &struirZo, trans- 
fomdo o reporarlu . . sin haber obte- 
nido previamente la autorización del 
COMONAC’. 

Está claro: al propietario le está pro- 
hibido realizar tales cosas sin contar con 
esa autorización. Pero, si el peligro de 
ruina que, acorde al derecho sustantivo 
y municipal lo obliga a destruir el in- 
mueble, ha provenido de un terremoto, 

incendio u otro caso fortuito, ses dable 
admitir que el art. 12 de la Ley 17.288 
deroga lo perentoriamente ordenado por 
el Código Civil en el art. 934, la Ley Ge- 
neral de Construcciones y la Ordenanza 
respectiva, en cuanto a. que debe destruirlo 
para evitar daños a terceros y la aplica- 
ción de sanciones? 
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De aceptarse tal inteligencia del art. 
12, de” quikn recae la obligaci6n de in- 
demnizar por no haberse procedi.lo a 
destruir el edificio peligroso? ¿En el Mi- 
Ilisterio de Educaci6”, en el COMONAC? 

27. Planteada esta cuestión al COMO- 
NAC, éste se limitó a responder que, 
como simple organismo asesor del Minis- 
tro en la materia y debido a que él 
carecía de patrimonio, de T~C”TSOS y de 
autoridad resolutiva, “o le cabria res- 
ponsabilidad alguna. 

Tampoco la admitiría el Ministro de 
Educación Pública y co” sobrada razón, 
pues sostendría que mediante la dicta- 
ción del decreto supremo, cuya toma de 
razón ha objetado la Contralmía, 81 SR 
habria eximido de responsabilidad de in- 
demnizar de los daños producidos por el 
derrumbe del edificio que él de tal ma- 
nera prclcuró evitar. 

¿Habrla de indemnizar, pues, los da- 
ños que oclmieran la Contraloría misma 
en razón del dictamen denegatorio que 
motiva este informe? A menos de obte- 
nerse de los tribunales por la via de la 
protección la declaración de que la Con- 
traloría ha incmrido en la especie en 
una omisión arbitraria ” ilegal -hipóte- 
sis que no 4e ha acogido hasta ahora por 
la jurisprudencia-, cabe tener por cierto 
que la C”ntmloria IesultaIía, a su vez, 
indemne de los perjuicios. 

28. El examen de la situación condu- 
ce a conch~r, por consiguiente, que la 
manera en que el COMONAC ha venido 
y pretende continuar prwzxliendo en la 
especie adolece de ilegalidad y arbitra- 
riedad, por carecer 81 de atribuciones 
para “vetar” lo decretado por el Presi- 
dente de la República y Minktro de 
Estad”, que son los órganos llamados a 
“resolver” en la materia. 

Habida cuenta, por otra parte, q1ìe el 
COMONlAC carece de patrimonio y de 
recumos, ello redunda en exponer persa- 
twhmte a sus miembros al pago de 
indemnizar los perjuicios (dafio emer- 
gente, lucro cesante y gastos pmcesales 
y personales causados al BHIF desde ha- 
ce más de cuatro años), como tambikn 
los que ocasionaría a terceros el demxn- 
be del inmueble cuya inminencia el 
BHIIF ha venido representando c”” em- 

peñosa diligencia (art. 49 de la Ley Or- 
g8nica NP 18.575). 

29. En esencia, la Ley NQ 17.288, 
entendida como lo pretende el COMO- 
NAC, constituiria un anacrbnico resabio 
de los “resquicios legales” contrarios a 
las garantías del derecho de propiedad 
y de otras de igual entidad que la Cons- 
titucibn de 1980 se propuso cuidadosa y 
perentoriaeente evitar. 

En efecto, así conceptuada, la Ley 
NP 17.288 daría lugar a wm expropia- 
ción M sdZ0 sin indemnización, sino co” 
incalculables graafmenes al “galardona- 
do” propietario de un “monumento bis- 
tórico”. 

ésto, por la sola virtud de que un 
organismo concejal se negaria a reconocer 
la derogación de lo ordenado por los 6r- 
gmos PIOV&OS de autoridad ejecutiva 
en el asunto, de conformidad con lo pre- 
venido en la Constitución y lo regulad” 
en las leyes atinentes al caso. 

30. Hay opiniones autorizadas que 
interesa transcribir para apoyar lo dicho. 

Al pronunciarse sobre el alcance del 
art. 2.323 del C6digo Civil, el eminente 
profesor y decano do” Arturo Alessandti 
Rcddguez sostiene: “De modo que si el 
edificio se destruye por efecto de un 
bombardeo, por obra exclusiva de u” 
cao fortuito, como inundación, rayo ” 
termmoto, 0 por otra causa que no sea 
alguna de las señaladas, como si en el 
predio vecino se abren fosw que dañen 
los cimientos del edificio y se produce 
su derrumbe, los artículos 2323 y 2324 
no rigen: la victina no p& obtener 
indemnización, sino co” arreglo al dere- 
cho común, esto es, probando el dolo o 
la culpa del autor del daño”. (“De la 
Responsabilidad Extracontractual en el 
Derecho Civil Chileno”, Imprenta Uni- 
versitaria, Santiago de Chile, 1943, pág. 
‘=d. 

31. Del hecho de que la ley se su- 
ponga conocida de todos (art. 89 del 
C.C.), se sigue que, desde el terremoto 
de 1985, al BHIF no le afecta Ia respon- 
sabilidad contemplada en el artículo 2323 
del C.C., en virtud de que la extrema di- 
ligencia empleada por el Banco en denun- 
ciar, explicar y fwxlar tticamente y a 
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SU costa el peligro de derrumbe del edi- 
ficio “histórico” de que se trata. 

La exención de responsabilidad por 
ausencia de dolo o malicia como ~au.4~ 

de los daños que pudiere ocasionar el 
desplome final de los restos subsistentes 
esti acreditada en la especie coo exceso 
de antecedentes. 

32. El art. 7” de la Ley General de 
Construcciooes, promulgada seis años des- 
pu& de la Ley NP 17.288, preceptúa: 
“Las di.sposi&nes de In presente & pre- 
cukcerán sobre cualquiera otra que wrse 
sobre las mismu rwterim, sin perjuicio 
de las disposiciones que contenga el De- 
creto Ley de Reestructuración del Minis- 
terio de Vivienda y Urbanismo. En con- 
secuencia, se entendeti derogadas las 
disposiciones de otras leyes que fuere” 
contrarias a las de la presente ley”. 

De esta disposición fluye con meridia- 
na nitidez que ~610 la 1. Municipalidad 
de Santiago posee la competencia que 
k otorgan la Ley Orgtiica de Municipa- 
lidades, la Ley General de Cmstruccio- 
nes y la Ordenanza respectiva para re- 
solver acerca de la necesidad de ordenar 
la destrucción de un inmueble toda va 
que la precatiedad de so estado amena- 
ce causar daño a la comunidad. 

33. La Ley NP 17.288 no se ocupa 
de tal eventualidad. 

Sin embargo, al parecer, el COMO- 
NAC suple el silencio de la Jxy NV 17288 
CO” el siguiente silogirimo: 

a) El propietario del “monumento” 
debe “conservarlo” y le está prohibido 
destruirlo o alterarlo sin contar con “so” 
a”t”rkwió”; 

b) En cumplimiento del deber de 
“control y supervigilanciá’ que le confia 
la ley, el organismo ha determinado que 
el inmueble X, que a resultas de casw 
de fuerza mayor constituidos por tem- 
“lotos, lluvias torrenciales, etc., dicho 
“m”““me”t0” x se encuentra en p&n” 
estado, al punto de amenazar ruina, y 

c) Ergo, para cumplir con la fon- 
ción de “conse~ar” los “monumentos 
históricos” y evitar su destruoción, debe 
entenderse que el COMONAC esti prw 
visto del poder para ordenar su recans- 
trucci6n y que esta atxibución no expre- 

sada en la Ley NO 17.288 asimismo debe 
prevakcer sobre los preceptos contrarios 
que consagran respecto de tal cuestión 
el Cbdigo Civil y la legi&ci¿m general. 

34. El Código Civil, como expresión 
de los principios, la Ley General de 
Construcciones y la Ordenanza respecti- 
va, al ser estas últimas posteriores en seis 
años a la Ley NV 17.288 y. por cierto, a 
causa de reglar especificamente (leyes 
especiales) un asunto del cual la Ley 
NQ 17.288 ni siquiera se ocupa en so te- 
nor literal (la amenaza de ruina de un 
bien ralz “histórico”) no caben, ti du- 
da, ser derogadas por el tAcito y peculiar 
silogismo que el COMOKAC “descubre” 
que se oculta bajo el tenor expreso de 
la Ley sobre Monumentos Nacionales. 

El derecho admite la derogación tácita 
de una ley anterior por resultar sos dis- 
posiciones contradictorias con lo permi- 
tido y ordenado, o prohibido por una 
posterior. 

La Ley NP 17.288 observa estricto si- 
lencio respecto de las atribuciones del 
COMONAC en caso de que “monomen- 
tos histbricos”, por causas fortoitas, ame- 
nacen ruina. 

Por lo tanto, acorde a la debida y de 
sobra conocida inteligencia de nuestro 
orden jui-idico, la normativa que ha de 
prevalecer es la que trata cabalmente 
del asunto en especie, cual es la esta- 
blecida por el CMigo de Bello, la Ley 
General de Conshxcciones y su Orde- 
“auza. 

En conclusión, respecto de la cuestión 
que interesa, el problema no radica en de- 
terminar si una ley “especial”, cual es la 
referente B monumentos nacionales, ha de 
predominar sobre una ley “general” (el 
Código Civil, la Ley General de Conc 
tnxciones, la Ordenanza respectiva), si- 
n” que versa sobre la cuestibn de definir 
en quk consiste la “especialidad” de la 
norma aplicable al asunto: @Uti norma- 
tiva define lo que ha de hacerse en caso 
de que un edificio -histótico o plebeyo- 
amenace mina? ea ley “especial” sobre 
monumentos nacionales guarda silencio 
al respecto. La ley “general” se ocupa 
de reglar el asunto. 

Es esta última, por lo tanto, la que ha 
de respetarse para resolver el problema 
planteado en autos. 
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La ley “especial” no prima sobre la 
“general” por el epfgmfe que preside .w 
texto sino en virtod de la “especialidad” 
de sus disposiciones, toda vez que éstas 
reglan de distiuta manera lo antes pre- 
venido por la ley “general”. 

Cuando as! no ocurre porque la “or- 
mativa “especial” ignora una situacibn 
reglada por la “general”, es ésta y no 
aquélla la que ha de prevalecer. dPor 
qué? 

Porque, en lo tocante a la especie, la 
ley Y general” ha subsistido como “WY- 
cial” -valga la paradoja-, putio que 
la seg”“da ha omitido resolver la ene- 
tió” de que se ocupa la primera. 

35. El silencio de la Ley NV 17.288 
respecto del asUnto debatido en autos 
proviene de la inaceptable superficiali- 
dad co” que fue discutida y aprobada. 
Al parecer, la Contraloria no cuidó de 
investigarlo al negarse a tomar ratin del 
Decreto Supremo NP 62~3, del 18 de no- 
viembre último. 

El Boletín de Sesiones de la Ctiara 
(Sesión NQ 34, del 30.04.1969) regisüil 
““a fase del trámite que basta para esta- 
blecerlo. 

He aqui la versi6” extraida de los B+ 
letines de Sesiones atinente de la cbma- 
IB de Diputados. 

El diputado Sr. Zepeda observó en tal 
sesi6n que las graves limitaciones al do- 
minio de un bien rafz “histórico” que 
consultaba el proyecto de ley en trámite, 
podrían resultar muy grwosas para al 
propietario del mho y exponerlo, ade- 
más, 8 graves sanciones. 

Por lo tanto, propuso que se co”sul- 
tara la obligación del Estodo de exv’o- 
piárselo en su justo valor, si aquél no 
podia restaurarlo ni tampoco venderlo a 
terceros, pues era de p~~umir que nadie 
querria adquirirlo, precisamente, a res& 
tas de haber sido obligado su ingreso a 
la orden %istóricá’, que la calidad de 
histbrico sometia el dominio al recto- 
rado del COMONAC. 

El debate no se prolongó por mucho. 
Al indstir el diputado Zepeda en fun- 

dar la oposici6n expuesta, su colega Ar- 
turo Vald& le puso t&mino, concluyen- 
do que si el Fisco no se interesaba por 
comprar el predio en su justo valor al 

propietario, no cabría otra opción que 
la siguiente: “Se jode”. 

36. Lo ocurrido confirma la realidad 
en que se tomaría la “folklórica” profecia 
del honorable Sr. Valdks. 

1% efecto, por Oficio N9 120, del 10 
de mayo último, el señor hlinistro co- 
municb oficialmente al BHIF la incapa- 
cidad del Estado para ejercer la opción 
preferente para adquirir el “monumento 
histbrico” en cuestián, por “razones de 
indole presupuestaria”. 

37. Atendido lo dicho precedente- 
mente acerca de la peculiar manera en 
que el COMONAC entiende que le co- 
rresponde asesorar ‘Ucnicamente” al Mi- 

nistro en la apkacibn de la Ley N” 
17.288, su reacción ante la manifestada 
incapacidad del Estado para adquirir el 
edificio %i.&ico” en ruinas, de los ca- 
sos fortuitos, no es de sorprender que se 
haya cumplido el decarado pronóstico 
del diputado Sr. Valdés: conocido el 
rechazo del Estado en adquirir el inmue- 
ble “histórico”, el COMONAC determi- 
“6 que era deber del BHIF proveer Iw 
fondos para su reparación. 

Esto es, “joderse”. Efectivamente, 
aparte del Estado, nadie se ha interesa- 
do en comprar w1 inmueble que por ser 
“hist6rico” acarrea la carga de tener que 
reparar y reStawar un palacio del todo 
imítil par* cualquier aprovechamiento 
deI”0. 

38. El BHIF no está legalmente obli- 
gado a soportar el deber “folklórico” 
definido por el honorable diputado Val- 
d&. 

Se trata, 0” efecto, de un edificio “his- 
tbricu” que resulta& hoy imposible de 
recuperar: ¿q”iBn proveerla ahora en el 
mundo los perdidos, hurtados o sepulta- 
dos “bakstres, cohmmillas, arquitrabe” 
centenarios y dem8s preciosas piezas per- 
didas a lo largo de hace cien años? 

Como dije al principio, el costo de Ia 
mera “recuperación” estructural del edi- 
ficio excederla de los $ 60 mikmes. 

El de la “restauración” palaciega su- 
birla; por sefialar una cifra de suyo aza- 
rosa, no bajaría de los $ Boa miuones. 
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Ni el señor Intendente, ni el señor Al- 
calde (con la asistencia t&cnica de su 
Dirrector de Obras, ni el S&IOI Ministro, 

todos titulares de 6rganos del Estado) 
han admitido ordenar tal insensata. 

si ha persistido y persiste en hacerlo 
el COMONAC. 

En suma, entre las decisiones coinci- 
dentes y concurrentes de los brganos del 
Estado que dictaron 4 decreto objetado 
por la Contmloría y la “opinión” disi- 
dente de on organismo asesor I/ depen- 
diente, corresponde entender que la le- 
galidad se re&tra en el decreto supremo 
que permite la destrucción de UD bien 
raíz inservible e inminentemente peli- 
graso. 

La Contraloría ha estimado lo contra- 
rio. Causa asombro. 

39. El art. 83 NQ 16 de la Ley Gene- 
ral de Bancos dispone: 

“Arthlo 83: Los bancos comerciales 
podr&n efectuar las siguientes operacio- 
nes: (16) abrir, con.se+~<lr, edificar y ena- 
jenar bienes raíces necesarios para su 
funcionamiento o el de sus servicios 
anexos”. 

Del tenor de la dispwici6n se despren- 
de que al BHilF le está prohibido realizar 
inversiones en la conservación y restao- 
ración del ex Palacio Rivas, a menm de 
poder justificar que las obras correspon- 
dientes son necesarias para el funciooa- 
miento del Banco o de sus servicios 
ilnexos. 

Ahora bien, es un hecho inconcuso 
que la justificacián definida en el art. 83 
no etiste en la especie. 

El BHIF y sus servicios anexos fun- 
cionan a plenitud en el noble edificio 
situado en calle Huérfanos 1234, el cual 
fue adquirido, y además magnificamente 
restaurado de propia iniciativa en so an- 
tiguo espkndor, al tiempo de trasladarse 
al domicilio del Banco de Santiago hace 
breves años. 

Tal edificio está situado en pleno 
centro comercial y financiero de la ciu- 
dad Se encuentra apenas a algo mas de 
seis cuadras de distancia del ex Palacio 
Rivas. La ubicación de kste en la es&- 
na de la Avda. B. O’Hig&s con calle 
San Martin ha perdido interés en tiem- 
pos del gran endeudamiento que ha de 
pagar el BHIF al Banco Central. 

En conclusión: al BHIF le está prohi- 
bido infringir la prohibición de la Ley 
General de Bancos antes transcrita. 

40. La infracción de dicha norma lo 
haría incurrir en graves sanciones. 

Habida cuenta de que las limitaciones 
y gravámenes impuestos al propietatio 
de un bien raíz declarado “histbrico” tor- 
nan prácticamente imposible su transfe- 
rencia a terceros (a menos de ser el Es- 
tado quien se interese por adquirirlo, 
hipótesis que ha sido rechazada en la 
especie), el efecto de violar lo dispuesto 
en el art. 83 NP 16 de la ley del ramo 
haría nula la decisi6n de restaurar y pu- 
sible su realización. 

La Contralorla no ha considerado lo 
anterior en su dictamen. 

41. El BHIF no pcdria excusar el 
quebrantamiento del art. 83 NP 16 de la 
Ley General de Bancos, aduciendo que 
la invmi6n que hiciera M la restaura- 
ción del ex Palacio Rivas debiera ser con- 
siderada como una donación del Banco 
en beneficio del ornato de la ciudad. 

Tal excoa sería inaceptable para 1~ 
Superintendencia del ramo porque haría 
imposible al BHIF cumplir con el des- 
tino de todos sus flujos netos al repago 
de la cartera vencida. transferida al Ban- 
co Central, acorde al convenio celebrado 
co” éste. 

42. Así lo indica el Oficio N9 324, 
de fecha 21.01.1887 (publicado en la 
Revista de Valores NP 74 de marzo del 
mismo año), que dictaminó: “El caticter 
siempre mercantil de la sociedad anóni- 
ma, unido a las disposicionm de la Ley 
NP 18.048 y su Reglamento, impiden a 
ésta la cesión del total o parte de su ac- 
tivo a titulo gratuito”. 

Agrega dicho dictamen: “Con todo, 
este Servicio entiende y asi también lo 
ha sostenido, que en determinados casos 
y tratándose de donaciones de esc&.sf~ 
importancia y que involucren un ben@- 
& tirecto para la sociedad, puede és- 
ta realizarlá’. 

En resumen: el BHIF no puede acce- 
der a cumplir lo que pretende el COMO- 
NAC a pretexto de donaci6n. 
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CONCLUSIONES: 

El art. 24 de la Constitución vigente 
dispone: “El gobierno y la administia- 
ción del Estado corresponde” al Presi- 
dente de la República, quien es el Jefe 
del Estado”. 

Amplía tal principio el art. 19 de la 
Ley de Bases, el cual añade que el Pre- 
sidente ejercerá el gobierno y la admi- 
nistraci6” de aquel poder “con la colabo- 
ración de los órganos que establezcan la 
Constitución y las leyes”. 

El inciso 29 del mismo articulo seíiala: 
“La administración del Estado estar& 
constituida por los Ministerim, las Inten- 
dencias, las Gobernaciones,. las Mu- 
nicipalidades y las empresas públicas 
creadas por ley”. 

El art. 33 de la Carta Fundamental 
previene que “los Ministros de Estado 
so” los colaboradores directos e inmedia- 
tos del Presidente de la República” en 
la adminitiracibn del Estado que le con- 
fía el art. 24 de la Carta. 

Igual principio consagra el a-t. 20 de 
la Ley de Bases, señalando que los Mi- 
nistros tendrá” “la responsabilidad de la 
conducción de svs respectivos Ministe 
lid. 

El art. 29 de la Ley de Bases estable- 
ce que los órganos de la Administración 
del Estado, esto es, entre otros, los Mi- 
nisterios, Intendencias y Municipalidades, 
qún se ha indicado, “deberá” actuar 
dentro de su competencia y no tendrán 
n& atribuciones que las que les baya 
atribuido el orden jurídico”, co” lo cual 
reitera en otros t&mioos, “uoque coinci- 
dentes en esencia, los conceptos enuncia- 
dos por los arts. 59, Bp y 79 de la Carta 
Fundamental. 

El art. 49 de la Ley de Bases señnla 
que el Estado selá responsable por “los 
daños que causen los órganos de la Ad- 
ministración en el ejercicio de sus fun- 
ciones, sin perjuicio de las sancionesque 
pudiere” afectar al empleado que las 
hubiere ocasionado”. 

Esta regla repite en substancia lopre- 
ceptuado en el último inciso del art. 79 
de la Constitución, si bien 6sta además 
precisa que el acto realizado en exceso 
de autoridad adolece de mdidad. 

Se ha subrayado a lo largo de este in- 
fame que la Ley NQ 17.288 se limitó 3 

atribuir al Consejo de Monumentos Na- 
cionales la calidad de ser un “órgano” 
asesor en el ámbito técnico, que “depen- 
de directamente” del Ministerio de Edn- 
cacibn Pública (art. 29). 

Por lo tanto, el COMONAC no es un 
órgano de Adminktraci6n del Estado, si- 
no tiplemente una dependencia que 
presta asesoría a quien inviste dicho ca- 
rkter, el Ministro de Educación 

Por su parte, el D.L. NP SS, de 1973, 
que introdujo madificacio”es a la Ley 
Orgánica de la Contraloria, estableció en 
su art. 19 letra B) que quedarian suje- 
tos, asimismo, a la fiscalización de la 
Contraloria diversos servicios, institucio- 
nes fiscales, semifiscales, organismos BU- 
tónomos, etc. No se mencionó en él di- 
recta ni indirectanxnte a entes asesores 
de aquellos órganos del Estado, cual la 
calidad corresponde al COMONAC. 

El COMONAC, en s” calidad de sim- 
pie organismo asesor y dependiente del 
Ministerio de Educación, y que carece 
de sede, patrimonio, planta funcionaria, 
etc., no es un organismo sujeto a la fis- 
calización de la Contralorla. 

Resulta, por lo tanto. dificil de enten- 
der por qu6, al ser llamada a pro”““- 
ciarse sobre la legalidad de un Decreto 
Supremo expedido por el Presidente da 
la República y el Ministro de Estado a 
cargo desde 1927 de la preservaci6” de 
los monume”tos históricos la Contralo- 
ria baya consickrado un Decreto Su- 
premo objetable por no constar en los 
antecedentes la aprobación de un orga- 
nismo asesor y dependiente de la Car- 
tera que en el Gabinek Presidencial de- 
sempeña el Sr. Ministro a cargo de la 
fwción ejecutiva en la materia. 

No sobra señalar que de prevalecer la 
objecibn del COMONAC en la c”esti6” 
objeto de informe cual seria XT en la 
prktica el resultado de negar la Contra- 
loria la toma de razón del Decreto Su- 
premo que interesa, ello redundarla en 
una grave “perturbación o anxnaza” en 
el legitimo ejercicio de la garantía oxu- 
titucional consagrada en el art. 19 NP 
24 de la Constit”ci6n vigente. 

Resalta% asi, por cuanto: 
a) Al propietatio de un bien ratz “bis- 

tórico” se le desccmxeria la garantia 



coastitudonal consagrada en el alt. 18 47. El Sr. Marthz Baeza da cuenta 
NV 24 de la Constituci6n vigente. en tal oficio que el lluevo proyecto de 

b) AdemBs se violentaría a su respecto 1 ey propone: 

la igualdad ante la ley, atendido que su a) Evitar que la calificación de un in- 

propiedad de un inmueble %st6ricó’ mueble como “hist6ricó’ no puede resul- 

significarla el establecimiento de una tar de la determinaci6n de una sola en- 

“diferencia arbitraria” entre 1~ dueños tidad desprovista de medios para respon- 

de bienes raíces, plebeyos, quienes goza- der de lo resuelto; y 

rh.n de la plenitud de los derechos que b) Proveer “de los recursos necwarios 
les confiere el dominio según el art. 582 para proceder a la celebración de conve- 

del C.C., por una parte; y por la otra, nios con los propietarios y al pago de las 
los infortunados propietarios de inmue- indemnizaciones.. que resulten pmce- 

blas “históricos” dignificados sin su co- dentes”. 

nocimiento ni asentamiento. 
Estos líbmos pasarían asi * consöttir 48. El contenido de este anexo es de 

una suerte de ‘siervos” de las remem- por si elocuente para sefialar a la contra- 

branzas históricas alentadas por un ~IU- loría que la tesis del COMONAC sostie- 

pa de muy respetables pero irresponsa- ne al negarse a tomar razbn del Decreto 

bles ciudadanos (el COMGXAC) en el Supremo en cuestión, comporta una serie 

terreno pecuniario en que se regiatraria de arbitrariedades que el Supremo Cc+ 

el dafio. biemo conoce y se ha propuesto sub 

c) El desconocimiento de la garantia 
sanar. 

constitucional establecida en el ati 19, 
Np 22, por obra de que se establecería 

49. Para terminar, me IimItar a 

en perjuicio del propietario asl “agracia- 
acompañaar los anexos XIV y xv. Ambos 

do” uo conjunto de “gravámenes espe- 
dan cuenta de la publicacibn en el Dia- 

cides” que importaIían otras tantas dis- 
rio Oficial de sendos Decretos Supremos 

ceminaciones en su contra “en materia 
que ordenaron la desafectacibn de la ca- 
lidad de monumentos históricos de otroa 

econ6mica”. tantos biene ralees situados en e#a ca- 
d) La infracci6n del art. 19 NQ 26, pital. 

por cuanto quedarla entregada a la de- La mera lectora de estos anexos & 
terminaci6n de un a>nsejo carente de muestra que imxmbe privativamente al 
responsabilidad funcionario - admini&a- Poder Ejecutivo, a iniciativa del Mlnis- 
tiva, nada menos que la “seguridad” de teno de Educación, en su calidad de co- 
que a 6~s acuerdos les está prohibido laborador directo del Presidente de la 
“afectar los derechos en su esencia, ni República, para estos efectos, la autori- 
impooer condiciones 0 requisitos que im- dad de revocar la calidad de monumen- 
pidan el libre ejercicio” de los atributos to histórico anteriormente otorgada a un 
que la Constitución y nuestro derecho bien mia determinado: el Portal Edwarda 
substantivo asignan al dominio de las y la Iglesia la Divina Providencia. 
cosa.3 corporales e incorporales. Ello responde a la lógica jurídica: las 

cosas SB deshacen en derecho, al igual 
43. El Anexo XII ilusha la preocu- de como fueron hechas. 

pación que en el Poder Ejecutivo ha pro- 
vocado la vigencia de la Ley NP 172.88. 

Si el COMONAC no posee atribuci& 
sino para recmBdar y ~dlcitar al Eje- 

Dicho anexo dirigido al Subsecretario cutivo que se coofiem a un inmueble la 
de Educación XSUJII~ el trabajo del dis- calidad de “bist6rico”, mal puede “ve- 
tinguido abogado e historiador don Ser- tar” que el Ejecutivo resuelva más tarde 
gio Martlnez Baeza, a quien el Supre- en consideración a razones o situwi6n so- 
mo Gobierno designó Presidente de la brevinientes (casos fortuitos, por ejem- 
Comisión redactora de un nuevo proyec- plo) adoptar de por si el privarlo de es8 
to de ley sobre monumentos nacionales. calidad. 
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